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Temas: 
DERECHO A LA SALUD / TRATAMIENTO INTEGRAL DE MUJER PRIVADA DE LA LIBERTAD / NO REQUIERE NEGATIVA PREVIA EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO MÉDICO / GRAVEDAD DE LA ENFERMEDAD / REVOCA Y CONCEDE.  Sea como fuere, téngase en cuenta que si bien a la interna YGG no se le ha negado el suministro de algún servicio de salud que necesita, por cuanto de ello nada se allegó a la acción constitucional, por lo que en ese sentido, se insiste, tiene razón el a quo al negar el amparo reclamado; es lo cierto que el juez de primer nivel no tuvo presente que la actora en ningún momento pidió que se le ordenara a las entidades demandadas que le autorizara algún procedimiento, examen o entrega de medicamento, porque lo que en realidad ella solicitó es que se le brinde un tratamiento integral para sus patologías.

Y frente a esa específica situación, debe decir la Colegiatura que el único diagnóstico que a la fecha se encuentra ya debidamente establecido es el de “Displasia Cervical”, que aunque leve puede tornarse en severo y mutar en un cáncer de cuello uterino, toda vez que frente al problema de índole visual o de su pie derecho, no existe un diagnóstico completo que permita determinar cuál es la enfermedad que realmente padece..

(…)

No puede quedar desprovista por tanto de la posibilidad que se le otorgue un cuidado médico eficiente, máxime cuando la dolencia que padece puede mutar en una de mayor gravedad y por ende se considera imperativo que frente a dicha situación especial, por parte de los actores del sistema de salud de la población carcelaria, se den los pasos necesarios para garantizar que la atención en salud de la señora YGG sea oportuna, eficaz y principalmente continua.

(…)

En conclusión, si bien la patología consistente en “Displasia Cervical” al parecer es leve, ella podría convertirse en un cáncer de cuello uterino de no recibir un tratamiento continuo para su control, por lo cual se hace indispensable disponer un cubrimiento integral, en tanto lo que se busca es la protección y garantía de los derechos fundamentales a la salud y a una vida en reclusión en óptimas condiciones.
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Pereira, primero (01) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

                                                                   Acta de Aprobación No. 0208
                                                  Hora: 10:00 a.m.
1.- VISTOS

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora YGG
, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de amparo promovida en contra del Establecimiento de Reclusión de Mujeres “La Badea”, la Fiduprevisora y el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017.

2.- DEMANDA 

La interna YGG, por intermedio de un defensor público, informa lo siguiente: (i) la ciudadana “SANDRA LUCÍA GIRALDO ARISMENDI” (sic), fue condenada por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito a una pena de 7 años y 4 meses de prisión y se halla recluida desde mayo 30 de 2015 en la Reclusión de Mujeres de la Badea, cuya vigilancia de la pena correspondió al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas de Pereira; (ii) la interna padece de “cáncer de cuello uterino”, que le fue detectado a finales del año 2016, lo cual le produce fuertes dolores que afectan su calidad de vida, así mismo sufre de miopía, lo que ha deteriorado su visión y una lesión en su pie derecho, derivada de una caída en el penal, que limita su locomoción; (iii) con ocasión del cáncer que padece, necesita de un tratamiento médico oportuno, la realización de valoraciones médicas periódicas, la ingesta de medicamentos, y la remisión con especialista para que mitigue el avance de la enfermedad, lo cual resulta ausente por parte de la FIDUPREVISORA y del CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL; (iv) requiere también revisiones médicas para el tratamiento de su miopía y por la lesión en su pie derecho; y (v) aunque el servicio de salud está a cargo de dichas entidades, el Establecimiento de Reclusión en igual medida debe procurar la atención médica oportuna y propiciar la garantía de su derecho, dada la relación especial de sujeción existente, lo que no se ha hecho, con lo cual se pone en riesgo su salud.

Pide se tutele su derecho fundamental a la salud y se ordene a las entidades accionadas la entrega de medicamentos, remisión con médico especialista, realización de procedimientos médicos pertinentes e idóneos, valoraciones médicas oportunas y demás que le sean inherentes con ocasión de sus patologías de “cáncer de cuello uterino”, “miopía” y “lesión en pie derecho”.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez avocado el conocimiento del asunto por el juzgado de conocimiento, se admitió la acción constitucional y se corrió traslado de la misma a las entidades accionadas, a la vez que se dispuso vincular a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, los cuales dieron respuesta de la siguiente manera:

- El  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la USPEC, luego de hacer alusión a la normativa que las rige, a sus funciones, a la competencia para la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad, señala que esta le corresponde al CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017, de acuerdo al contrato de Fiducia Mercantil N° 331 de 2016, con la supervisión de la Dirección Logística de la USPEC, por lo cual se requirió a su director  para que adelante las actuaciones pertinentes con el fin de proteger los derechos de la accionante.  Pide que se desvincule al USPEC del presente trámite por no vulnerar derechos fundamentales.

- La Directora de la Reclusión de Mujeres de Pereira, además de referir al esquema de prestación del servicio de salud a la población interna a cargo de la USPEC y del CONSORCIO FONDO DE ATENCION EN SALUD PPL 2017, señala que la accionante no refiere haberse dirigido a esa dirección para dar a conocer su situación dentro de la reclusión y en este caso tanto la Dirección General del INPEC como ese centro carcelario carecen de legitimación por pasiva y por ende pide su desvinculación de la tutela, máxime que se han realizado los trámites ante las entidades competentes para la atención y los desplazamientos que ha requerido la interna YGG.

- El apoderado judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-2017, luego de hacer alusión a la normativa que la rige y a las funciones que le asisten, estima que carece de legitimación al no tener competencia alguna para brindar servicios médicos, los que por ley les ha sido reservadas a las EPS, IPS, ESE y demás entidades que conforman el sistema general de seguridad social.  Frente al caso concreto aduce que  se ha contratado con la red prestadora de servicios intramural y extramural con el fin de garantizar a la población carcelaria sus derechos fundamentales; no obstante la accionante no aportó dictamen alguno que confirme sus patologías ni diagnóstico que corrobore la necesidad de un tratamiento específico, mucho menos se cuenta con historia clínica para determinar qué procesos requiere o le han sido ordenados para garantizar, por lo cual inicialmente deberá  acudir a la atención a nivel intramural y al establecerse su diagnóstico, será la reclusión la que solicite las citas y traslado del interno a la IPS respectivas. Estima que carece de legitimación en la causa y no ostenta capacidad jurídica para suministrar los servicios de salud controvertidos por la actora, por lo cual por intermedio del área de sanidad del penal se le debe otorgar el cuidado que pide la actora para su patología y de ser necesario se remita a medicina especializada y se gestionen ante el call center, las citas, procedimientos e intervenciones pertinentes.
3.2- Culminado el término constitucional, el juez a quo profirió decisión en enero 22 de 2018 por medio del cual negó el amparo exigido,  al considerar que no existe vulneración a sus derechos fundamentales, por cuanto si bien nos encontramos frente a una persona privada de la libertad que al parecer padece de algunas patologías, no se aportó historia clínica que demuestre tales diagnósticos y menos órdenes que indiquen que la misma requiere algún servicio médico, máxime que el galeno es el funcionario idóneo para establecer la patología y su tratamiento, sin que sea el juez, la accionante, su apoderado o familiares quienes determinen dicha necesidad. Igualmente estima que la actora no está dentro de la excepciones que señala la regla jurisprudencial, ante la inexistencia de orden médica.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con el fallo, la actora recurrió la providencia en los siguientes términos: (i) la tutela no se ajusta a los hechos y antecedentes que la motivaron; (ii) padece cáncer de cuello uterino detectado a finales del año 2016 el cual le produce fuertes dolores que le afectan su calidad de vida  en el penal; (iii) necesita tratamiento médico oportuno, valoraciones periódicas, que le brinden los medicamentos especiales que pretende para su enfermedad y ser remitida a un especialista que evalúe su condición para que controle el avance del cáncer, lo cual nunca se ha dado por parte de las entidades accionadas; (iv) padece de miopía que junto a una lesión que sufrió en uno de sus pies ha deteriorado su estado de salud; (v) requiere revisiones médicas adecuadas para su problema visual, pero dichos procedimientos han brillado por su ausencia; (vi)el juez no examinó más allá de lo meramente formal su situación, con lo cual se vulnera su derecho a la salud como persona privada de la libertad.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo opugnado, en cuanto negó el amparo  de los derechos de la señora YGG. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola, como lo pide la entidad impugnante. 
5.2.- Solución a la controversia
La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este asunto se aprecia que la interna YGG concurre ante el juez constitucional, con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental a la salud que considera quebrantados por parte de FIDUPREVISORA, CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL y el INPEC, por cuanto no se le brinda el cuidado médico que solicita para las patologías que ostenta. 
En el presente trámite el juez de primera instancia negó el amparo reclamado por la interna YASMID YAMET GOEZ, por cuanto la misma no acreditó la existencia de órdenes médicas para las valoraciones o tratamientos para sus patologías, sin que le sea dable al operador jurídico entrar a determinar cuáles son los procedimientos que requieren, amén que son los profesionales en medicina los encargados de prescribirlos.

Si bien en curso de la acción constitucional por parte de la actora se indicó que padece de cáncer de cuello uterino, miopía y una lesión en uno de sus pies, no se le aportó al funcionario de primer nivel ningún documento que corroborará tal circunstancia -pese a haber requerido la historia clínica, la cual recibió con posterioridad a haber dictado fallo- y mucho menos alguno donde se refiriera que con ocasión de estos a la interna YASMID GOEZ se le hubiera ordenado la práctica de exámenes, procedimientos o intervenciones y que las mismas no hubiera sido objeto de atención por parte de las entidades encargadas de tal labor.

Precisamente con ocasión de lo plasmado en la referida historia clínica se evidencia que una vez realizada la citología a la paciente, el médico tratante señaló en mayo 4 de 2016 un “alto grado de carcinoma” y dispuso su valoración por especialista en ginecología. Y el inicial diagnóstico entregado por la especialista en ginecología y ginecoobstetricia del Hospital Universitario San Jorge en de junio 10 de 2016, fue de “Displasia Cervical Severa” 
, pero posteriormente en julio 19 de 2016
 este varió al  de “Displasia Cervical leve 
, como también lo señaló el profesional de profamilia en consulta de diciembre 15 de 2016, donde indicó como diagnóstico “Displasia Cervical moderada” 
.

Aunque al parecer no puede pregonarse que aun la señora YGG padezca de cáncer de cuello uterino, es evidente que de no tratarse con la debida precaución la displasia que padece puede convertirse en uno; no obstante ello, de lo allegado al dossier, y salvo los exámenes con los cuales se acredita la mencionada patología, los únicos medicamentos que a la interna se le han prescrito como plan de manejo han sido “Doxiciclina y Metronidazol en óvulo” 
, en julio 19 de 2016, pero con posterioridad ninguna otra prescripción hace referencia a tal dolencia. Es decir, que desde el año 2016 no se ha realizado ningún otro examen médico para establecer cuál es la condición de su patología ni mucho menos se le ha ordenado medicamento o prescripción médica al respecto.
Ahora bien, se evidencia, según la historia clínica de diciembre 14 de 2017, que la enferma presenta  dolor en el primer dedo del pie derecho con edema, lo cual arrojó como diagnóstico una “tendinitis”, y frente a la misma se le formularon algunos medicamentos -diclofenaco, ibuprofeno, entre otros-, sin que se observe que estos no le hayan sido entregados, o por lo menos de ello nada dijo la accionante.

En cuanto al problema de carácter visual, lo único que se aprecia en la historia clínica es lo plasmado en  septiembre 23 de 2013 donde refirió “ardor y dolor en los ojos”, en la cual el médico fijó como diagnóstico inicial una “miopía” y a raíz de ello se solicitó una interconsulta por optometría
. Si bien al trámite no se arrimó documento suscrito por un profesional de dicha área, tampoco se indicó por parte de la accionante que se le hubiera negado tal prestación, máxime cuando tal orden data de hace más de cuatro años, sin que con posterioridad a ello se haya hecho alusión a control o procedimiento alguno frente a esa misma patología.

Razón tenía por tanto el a quo al señalar que de lo arrimado al dossier, ningún servicio, procedimiento, examen o medicamente estaba pendiente de ser realizado a favor de la señora  YGG, no solo por cuanto para el momento de dictar la sentencia de ello nada se dijo, sino que a la hora de ahora y al revisar la historia clínica que se arrimó con posterioridad a tal fallo, a similar conclusión puede arrimar el Tribunal.
No puede desconocer la Corporación que la señora YGG presenta una patología que de no cuidarse puede generar un cáncer de cuello uterino; empero, tampoco puede negarse que por parte de las entidades encargadas de la prestación del servicio médico a quienes como ella se encuentra en una especial condición de sujeción con el Estado, amén de estar privadas de la libertad, se le han brindado las atenciones requeridas.

Como bien lo señaló el a quo, solo en algunas situaciones especiales se hace necesaria la intervención del juez constitucional para impartir un mandato, ante la ausencia de orden médica que debe ser prescrita por un profesional en la materia.  Al respecto se ha indicado:
“Por regla general, las entidades prestadoras de salud solo están obligadas a autorizar servicios e insumos que hayan sido prescritos por un profesional adscrito a su red de prestadores de servicios médicos
. Sin embargo, en circunstancias excepcionales, ante la inexistencia de una orden o cualquier otro documento que permita colegir, técnica o científicamente, la necesidad de lo que reclama un usuario, resulta imperiosa la intervención del juez constitucional con miras a impartir un mandato en el sentido que corresponda.
Dentro de esa gama de posibilidades, se encuentran los pacientes cuyas patologías conllevan síntomas, efectos y tratamientos que configuran hechos notorios; tal es el caso de quienes han sido diagnosticados con pérdida del control de sus esfínteres. Las reglas de la experiencia han demostrado que, generalmente, estos se ven expuestos a cuadros de incontinencia urinaria o fecal. Ante esa eventualidad, la solución suele ser paliativa y se circunscribe al uso de pañales desechables, con el fin de hacer menos gravosa una perturbación funcional, difícilmente reversible”. 

En este asunto, no puede considerar la Sala que las enfermedades que padece la señora YASMID YAMET GÓEZ tengan tal connotación, para que por parte del juez constitucional, sin fundamento médico alguno, proceda a disponer la realización de algún procedimiento médico específico o la entrega de medicamentos, toda vez que ello está radicado única y exclusivamente en el sector salud, máxime que por encontrarse la señora YGG, privada de su libertad en la Reclusión de Mujeres de la “Badea”, inicialmente debe acudir al área de sanidad del penal, para que luego de las valoraciones a que hubiere lugar, se remita ante las especialidades que requiera, para lo cual necesariamente debe contar con el acompañamiento no solo del penal, sino del FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017, quien  a la postre es el encargado de otorgar las autorizaciones respectivas, para que la red de IPS con las cuales ha contratado servicios, tanto a nivel intramural como extramural, procedan a ejecutar las actividades pertinentes.

Sea como fuere, téngase en cuenta que si bien a la interna YGG no se le ha negado el suministro de algún servicio de salud que necesita, por cuanto de ello nada se allegó a la acción constitucional, por lo que en ese sentido, se insiste, tiene razón el a quo al negar el amparo reclamado; es lo cierto que el juez de primer nivel no tuvo presente que la actora en ningún momento pidió que se le ordenara a las entidades demandadas que le autorizara algún procedimiento, examen o entrega de medicamento, porque lo que en realidad ella solicitó es que se le brinde un tratamiento integral para sus patologías.
Y frente a esa específica situación, debe decir la Colegiatura que el único diagnóstico que a la fecha se encuentra ya debidamente establecido es el de “Displasia Cervical”, que aunque leve puede tornarse en severo y mutar en un cáncer de cuello uterino, toda vez que frente al problema de índole visual o de su pie derecho, no existe un diagnóstico completo que permita determinar cuál es la enfermedad que realmente padece.
De ese modo, frente al derecho fundamental a la Salud de las personas que se hallan privadas de la libertad, la Corte Constitucional ha sido enfática en señalar que es una obligación del Estado el garantizar a los mismos el acceso efectivo y oportuno a los servicios de salud. Al respecto se ha indicado:

“Teniendo en cuenta lo anterior, es preciso recordar que la garantía del derecho a la salud no puede ser suspendida ni restringida a quienes se encuentran privados de la libertad, en tanto su desconocimiento afecta otros derechos fundamentales como la vida y la dignidad humana. Al respecto, la Corte ha sostenido lo siguiente:

 

“En el campo de la salud es claro que, por su misma circunstancia, quien se encuentra privado de la libertad no goza de autonomía -como la persona libre- para acudir al médico cada vez que lo desee o necesite, y que, por lo general, tampoco le es posible escoger a los facultativos que deban examinarlo, tratarlo u operarlo. Ha de someterse a unas reglas generales y predeterminadas, indispensables por razones de organización y seguridad.

 

Empero, lo anterior no puede significar que se diluya o haga menos exigente la responsabilidad a cargo del INPEC y de los establecimientos de reclusión, o que pueda el sistema desentenderse de la obligación inexcusable de prestar a todos los presos, en igualdad de condiciones, una atención médica adecuada, digna y oportuna. (…)

  

El cuidado de la salud, a cargo del establecimiento, en los campos médico, quirúrgico, asistencial, o el que implique tratamientos o terapias debe ser oportuno, es decir, ha de darse de tal modo que no resulte tardío respecto a la evolución de la enfermedad del paciente; aun en los casos en que la patología admita espera, si el preso sufre dolores intensos la atención médica o farmacéutica debe ser inmediata, por razones humanitarias, de tal manera que la demora en brindarla efectivamente no se convierta en una modalidad de tortura” 
.
 
El derecho a la salud de las personas privadas de la libertad debe entonces ser garantizado en condiciones de igualdad, no solo porque se encuentra estrechamente vinculado con los derechos a la vida y a la dignidad humana, sino también “por la relación especial de sujeción del interno con el Estado y la ausencia de justificación para su limitación dentro del marco general del derecho punitivo
”.

En esos términos, el juez constitucional no puede ser ajeno a la realidad que afecta a la interna, quien precisamente por encontrarse privada del derecho a su libre locomoción, no tiene la posibilidad de acudir cuando a bien lo considere a las entidades de salud para la prestación de los servicios que requiera, y por ende debe sujetarse a las reglas que para ello contempla el ordenamiento penitenciario.

No puede quedar desprovista por tanto de la posibilidad que se le otorgue un cuidado médico eficiente, máxime cuando la dolencia que padece puede mutar en una de mayor gravedad y por ende se considera imperativo que frente a dicha situación especial, por parte de los actores del sistema de salud de la población carcelaria, se den los pasos necesarios para garantizar que la atención en salud de la señora YGG sea oportuna, eficaz y principalmente continua. 

En relación con los fines de la orden de atención integral por parte de la Corte Constitucional se ha indicado lo siguiente: 

“17.- De otro lado, no es aceptable que la negativa del reconocimiento de la prestación integral del servicio de salud, se fundamente en que no es posible para el juez de tutela dictar órdenes indeterminadas ni reconocer mediante ellas prestaciones futuras e inciertas, lo cual es acertado a la luz de la jurisprudencia de esta Corporación.  Sin embargo, de lo que se trata es de procurar que el juez establezca criterios que hagan determinable aquello que ordena con fundamento en los conceptos del médico tratante. Y, ello se logra si junto al mandato de reconocer atención de salud, muchas veces integral, se informa sobre la condición de la persona que requiere dicha atención o se remite a un especialista para que especifique esta condición.

18.- En este orden, el principio de integridad de la garantía del derecho a la salud, ha encontrado en la jurisprudencia de la Corte Constitucional criterios puntuales a partir de los cuales se configura la obligación de prestar de manera integral el servicio de salud. Así, cumplidos los presupuestos de la protección del derecho fundamental a la salud por medio de la acción de tutela
, ante la existencia de un criterio determinador de la condición de salud de una persona, consistente en que se requiere un conjunto de prestaciones en materia de salud en relación con dicha condición, siempre que sea el médico tratante quien lo determine, es deber del juez de tutela reconocer la atención integral en salud.”
 

Dicho tratamiento integral, adquiere aun mayor connotación cuando se trata de personas que sean diagnosticadas con cáncer, con miras a evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable que ponga en riesgo la salud y la vida. Al respecto se ha indicado por la Alta Magistratura, lo siguiente:

“El tratamiento integral está regulado en el Artículo 8° de la Ley 1751 de 2015, implica garantizar el acceso efectivo al servicio de salud, lo que incluye suministrar “todos aquellos medicamentos, exámenes, procedimientos, intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación e integración social del paciente, sin que medie obstáculo alguno independientemente de que se encuentren en el POS o no”.  Igualmente, comprende un tratamiento sin fracciones, es decir “prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y con calidad”. Particularmente, este tratamiento debe garantizarse siempre a quienes sean diagnosticados con cáncer, debido a que esta es una enfermedad que por su gravedad y complejidad requiere un tratamiento continuo que no puede sujetarse a dilaciones injustificadas ni prestarse de forma incompleta. Este tratamiento debe ser prestado por el personal médico y administrativo, teniendo en cuenta los riesgos latentes de que se cause un perjuicio irremediable sobre la salud y la vida del paciente”. 
 -negrilla de la Sala-
En conclusión, si bien la patología consistente en “Displasia Cervical” al parecer es leve, ella podría convertirse en un cáncer de cuello uterino de no recibir un tratamiento continuo para su control, por lo cual se hace indispensable disponer un cubrimiento integral, en tanto lo que se busca es la protección y garantía de los derechos fundamentales a la salud y a una vida en reclusión en óptimas condiciones.

Igualmente y como quiera que de acuerdo a las funciones asignadas tanto al INPEC como al CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017 y que están plasmadas en el Manual Técnico Administrativo para la Prestación del Servicio de Salud en Personas Privadas de la Libertad, se observa que si bien dicho Consorcio es el obligado a contratar las IPS habilitadas para suministrar atención médica a la población reclusa, también lo es de los centros de reclusión no solo de brindar tal cuidado a nivel intramural, sino gestionar los trámites para la consecución de citas médicas y autorizaciones requeridas por los enfermos, por lo cual la orden para que se le otorgue el tratamiento integral a favor de la señora YGG, deberá ser cumplida por el referido Consorcio y la Dirección de la Reclusión de Mujeres de “la Badea”, donde la misma se encuentra recluida.

Por lo antes discurrido, la Sala revocará la decisión adoptada por el funcionario de primer nivel, para tutelar el derecho fundamental a la salud de la interna YGG, disponiéndose que por parte del CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017 y la Dirección de la Reclusión de Mujeres de “La Badea” se le brinde el tratamiento integral para su patología denominada “Displasia Cervical”.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento, y en su lugar SE TUTELA el derecho a la salud del que es titular la señora YGG.

SEGUNDO: SE CONCEDE EL TRATAMIENTO INTEGRAL para la patología de “Displasia Cervical” que le fuera diagnosticada a la señora YGG, a consecuencia de lo cual, tanto la Directora de la Reclusión de Mujeres de Pereira como el CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017, deberán adelantar de manera mancomunada todas las gestiones pertinentes para que a la accionante se le brinde el servicio médico que pueda llegar a requerir de forma oportuna, completa, diligente, continua y con calidad.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala 

WILSON FREDY LÓPEZ
� En el escrito de tutela, se señaló su nombre como YGG. 


� Ver folio 45.


� Ver folio 48.


� “La displasia cervical se refiere a cambios anormales en las células de la superficie del � HYPERLINK "https://medlineplus.gov/spanish/ency/article/002317.htm" �cuello uterino�. Este es la parte inferior del útero (matriz) que desemboca en la parte superior de la vagina. Estos cambios no son cáncer, pero pueden considerarse precancerosos. Esto quiere decir que pueden provocar cáncer de cuello uterino si no se tratan”. Tomado de � HYPERLINK "https://medlineplus.gov/spanish/ency/article/001491.htm" �https://medlineplus.gov/spanish/ency/article/001491.htm�.


� Ver folio 56.


� Ver folios 47 y 48.


� Ver folio 40.


� Ver, entre otras, sentencia T-760 de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa 


� Ver sentencia T-014 de 2017, entre otras.


� Sentencia T-535 de 1998. Reiterada en la sentencia T-388 de 2013.


� Sentencia T-185 de 2009.


� Sentencia T-127 de 2016.


� Fundamento jurídico número 10 de esta sentencia. Que se trate de: (i) prestaciones concretas incluidas en los planes obligatorios siempre que su negativa no se haya fundamentado en un criterio estrictamente médico y, (ii) situaciones en las que su contenido no puede ser identificado con las prestaciones de los planes obligatorios, porque se refiere a la incapacidad económica de asumir una prestación excluida de dichos planes junto con la necesidad de garantizarla en razón a, por un lado, que se trate de un sujeto de especial protección constitucional (menores, población carcelaria, tercera edad, pacientes que padecen enfermedades catastróficas, entre otros), o por otro, que se trate de una situación en la que se puedan presentar argumentos válidos y suficientes de relevancia constitucional, que permitan concluir que la falta de garantía del derecho a la salud implique un desmedro o amenaza de otros derechos fundamentales de la persona, o un evento manifiestamente contrario a la idea de un Estado constitucional de derecho.


� Cfr. Sentencia T-398  de 2008.


� Sentencia T-081 de 2016.
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